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RECURSO 126/2024  
RESOLUCIÓN 152/2024 

 

 
Resolución 152/2024, de 5 de noviembre, del Tribunal Administrativo 

de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima 
el recurso especial en materia de contratación nº 126/2024 
interpuesto por Samyl Facility Services, S.L. (Samyl), contra la 

Resolución de 5 de septiembre de 2024, por la que se adjudica a la 
mercantil  Hidrosiembras y Plantaciones, S.L.U (Hidrosiembras), el 
lote 1- Parcelas con edificio- del contrato de servicios de jardinería y 

limpieza de las parcelas propiedad o gestionadas por el Instituto 
para la Competitividad Empresarial de Castilla y León en el Parque 
Tecnológico de Boecillo, expediente A2024/000163. 

 
 

I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 30 de octubre de 2023 se dicta resolución por el director 

general del Instituto para la Competitividad Empresarial de Castilla y León 
(ICECYL) por la que se inicia el expediente administrativo para la contratación, 
por el procedimiento abierto sujeto a regulación armonizada, del servicio de 

jardinería y limpieza de las parcelas propiedad o gestionadas por el Instituto 
para la Competitividad Empresarial de Castilla y León (ICECYL) en el Parque 

Tecnológico de Boecillo, expediente A2024/000163. 
 
Segundo.- El 15 de diciembre de 2023 se dicta resolución por el 

director del ICECYL, aprobando el expediente de contratación, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares, el pliego de prescripciones técnicas y el 
gasto y acordando la apertura del procedimiento de adjudicación mediante 

procedimiento abierto. El 19 de diciembre de 2023 se publica en la Plataforma 
de Contratación del Sector Público (PCSP) el anuncio de licitación.  

 

El contrato tiene un valor estimado de 655.000 euros y se divide en dos 
lotes: lote 1 “Parcelas con edificio” y lote 2 “Parcelas sin edificar”. 

Tercero.- El 15 de abril de 2024 la mesa de contratación, una vez 

realizada la valoración de los criterios dependientes de juicio de valor (CJV) y 
publicado en la PCSP el informe técnico de valoración, procede a la apertura 

del sobre 3 (“Proposición económica y documentación relativa a criterios 
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valorables mediante fórmulas matemáticas”). En el lote 1, son seis las 
empresas admitidas a la licitación.  

Se comprueba que la oferta económica (precio ofertado) de la empresa 
Hidrosiembras para el lote 1 es anormalmente baja, por lo que se acuerda 
requerir a esta empresa para que en el plazo de cinco días hábiles presente la 

justificación de la oferta realizada.  
 

Cuarto.- Presentada por la licitadora incursa en baja anormal la 
justificación de su oferta, se emite el 3 de mayo de 2024 el correspondiente 
informe técnico. A la vista del mismo, la mesa de contratación acuerda el 23 

de mayo siguiente la exclusión de esta empresa, considerando que no ha 
justificado adecuadamente su oferta económica. En la misma sesión, se realiza 
la propuesta de adjudicación del lote 1 a favor de Samyl y la del lote 2 a favor 

de Hidrosiembras. El Acta de la sesión y el informe técnico se publican en la 
PCSP el 24 de mayo de 2024.  

 

Quinto.- El 11 de junio de 2024 la empresa excluida Hidrosiembras 
interpone recurso especial en materia de contratación contra su exclusión del 
procedimiento de adjudicación del lote 1 y contra la propuesta de adjudicación 

de ese lote a favor de Samyl. 
 
Mediante Resolución nº 96/2024, de 18 de julio, de este Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, se inadmite el 
recurso contra la propuesta de adjudicación (en tanto que acto de trámite no 

cualificado) y se estima el recurso contra el acuerdo de exclusión al haber sido 
adoptado por órgano incompetente (la mesa de contratación), acordando 
retrotraer el procedimiento de adjudicación para que la mesa de contratación 

eleve al órgano de contratación la correspondiente propuesta, a cuyo efecto 
deberá recabar nuevo informe técnico.  

 

Sexto.- En cumplimiento de la resolución de este Tribunal, el 25 de 
julio se emite nuevo informe técnico por los servicios técnicos del ICECYL y el 
29 de julio de 2024 la mesa de contratación, a la vista del citado informe, 

acuerda admitir la justificación de la oferta y, por lo tanto, su admisión. A 
continuación, realiza la valoración y clasificación de las ofertas admitidas y la 
propuesta de adjudicación del lote 1 a favor de Hidrosiembras, publicando en 

la PCSP el informe técnico y el acta de la sesión.  
 

Séptimo.- El 14 de agosto de 2024 la empresa licitadora Samyl, 

interpone recurso especial en materia de contratación contra el acta de 29 de 
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julio de 2024, solicitando su anulación y que se retrotraiga el procedimiento a 
fin de que se acuerde la exclusión de Hidrosiembras, y la adjudicación a Samyl 
del servicio licitado.  

 
Mediante Resolución nº 112/2024, de 29 de agosto, de este Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, se inadmite el 
recurso al dirigirse contra un acto de trámite no cualificado y, por lo tanto, no 
susceptible de recurso, sin perjuicio del recurso contra el acto de adjudicación 

del contrato.  
 

Octavo.- El 5 de septiembre de 2024 el órgano de contratación dicta 

resolución adjudicando el lote 1 y el lote 2 a la mercantil Hidrosiembras, 
publicándose la adjudicación en la PCSP al día siguiente. 

 

Noveno.- El 19 de septiembre de 2024 la mercantil Samyl interpone de 
nuevo recurso especial en materia de contratación contra el acuerdo de 
adjudicación 5 de septiembre de 2024, discutiendo la adjudicación del lote 1. 

 
Décimo.- El 26 de septiembre de 2024 el órgano de contratación remite 

a este Tribunal el expediente, acompañado del correspondiente informe, en el 

que solicita la desestimación del recurso. 
  

Undécimo.- Concedido trámite de audiencia, el 3 de octubre de 2024 

la adjudicataria Hidrosiembras presenta alegaciones solicitando la inadmisión 
del recurso y, subsidiariamente, su desestimación. 

 
 

II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
1º.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP), 
corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 

interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 
impugnación por esta vía especial. La competencia de este Tribunal viene 
determinada también por el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de 

Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
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dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. La condición de interesada de la 
recurrente resulta clara puesto que, como indica en su escrito de alegaciones, 
de estimarse el recurso, su proposición sería la mejor clasificada, resultando 

adjudicataria del contrato.  
 

3º. El acto contra el que se recurre es el acuerdo de adjudicación del 
lote 1 del contrato de servicios licitado, cuyo valor estimado supera el umbral 
de 100.000 euros, por lo que es un acto recurrible de conformidad con lo 

dispuesto en los apartados 1.a) y 2 c) del artículo 44 de la LCSP.  
 
El recurso especial se ha presentado dentro del plazo legalmente 

previsto con arreglo al artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 

4º.- Debe examinarse, a continuación, si procede la inadmisión del 

recurso por existir cosa juzgada administrativa. La adjudicataria del contrato 
argumenta que las cuestiones suscitadas por la recurrente ya fueron 
examinadas y resueltas por este Tribunal en la Resolución nº 96/2024, de 18 

de julio, con ocasión del recurso interpuesto por Hidrosiembras contra su 
exclusión del procedimiento de adjudicación. En consecuencia, “no cabe que 
ahora vuelva sobre esta misma cuestión, que ya fue resuelta por este Tribunal 

y contra la cual debería haber procedido impugnando esa resolución ante la 
jurisdicción contencioso administrativa”.  

 

En relación con la cosa juzgada administrativa, este Tribunal, en la 
Resolución nº 29/2023, de 23 de febrero, entre otras, ha señalado que: 

 
“Al respecto, debe recordarse que el artículo 59 de la LCSP establece 

expresamente que contra la resolución dictada en este procedimiento de 

recurso solo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo, y 
que `no procederá la revisión de oficio de la resolución ni de ninguno de los 
actos dictados por los órganos competentes para la resolución del recurso´.  

 
»Como consecuencia de ello, la recurrente no puede pretender a través 

de la vía del recurso especial, una revisión de lo ya resuelto por este Tribunal. 

Si no está de acuerdo con las resoluciones adoptadas por el órgano de 
contratación puede recurrirlas ante el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, pero en modo alguno puede pretender reproducir el objeto de 

un recurso ya resuelto en otro posterior e independiente. Las resoluciones 
firmes producen efectos de cosa juzgada en relación con el recurso sometido 
al conocimiento de este Tribunal, el cual, por un principio de seguridad jurídica, 

no puede pronunciarse sobre extremos ya resueltos. 
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»Este es el criterio de, entre otras, las Resoluciones 25/2012 y 64/2013, 

de este Tribunal, que mantiene la doctrina de la práctica totalidad de los 

Tribunales de Recursos Contractuales (por todos, la Resolución Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales 195/2012; Resoluciones del 

Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid 
31/2011, 95/2012 y 13/2013 y Resolución del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Andalucía 256/2012). 

 
»En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de junio de 

1997 indica que las resoluciones que concluyen los procedimientos 

administrativos tienen `paralelamente a la sentencias jurisdiccionales firmes, 
los mismos efectos de la cosa juzgada formal (imposibilidad de impugnación 
dentro de un mismo procedimiento de lo ya resulto o juzgado) y de la cosa 

juzgada material, tanto positiva (o prejudicial) como negativa (o excluyente 
de la posibilidad de volver a plantear, en un nuevo procedimiento, lo ya 
finiquitado en otro anterior, con elementos subjetivos y objetivos idénticos)´. 

 
»En conclusión, las alegaciones ahora esgrimidas por la recurrente son 

esencialmente una reproducción de argumentos ya planteados, por lo que 

concurre la excepción de cosa juzgada administrativa”.  
 
Sin embargo, en este caso, debe tenerse en cuenta que la resolución 

nº 96/2024 anuló la exclusión por una cuestión formal. El recurso se estimó 
porque el acuerdo de exclusión fue adoptado por la mesa de contratación, que 

es órgano incompetente para adoptar ese acuerdo, siendo su competencia de 
propuesta motivada al órgano de contratación, al que corresponde decidir 
sobre la admisión o exclusión de la oferta, a la vista de los informes técnicos 

y de la justificación ofrecida por la licitadora en baja anormal (artículo 149.6 
LCSP). Por lo tanto, se ha adoptado una nueva decisión por el órgano de 
contratación, que es el órgano competente para decidir sobre la justificación 

de la baja anormal y sobre la adjudicación del contrato, que sí puede ser 
recurrida y revisada por este Tribunal.  

 

Lo anterior no obsta para que se tenga en cuenta el pronunciamiento 
previo y firme de este Tribunal, con fuerza de cosa jugada material, a la hora 
de examinar los motivos alegados por la recurrente, porque en la Resolución 

nº 96/2024 expresamente se indicó que la exclusión no podía acordarse por 
los motivos contenidos en el informe técnico de 3 de mayo de 2024 y que 
debía recabarse un nuevo informe técnico antes de formular la propuesta al 

órgano de contratación. Este informe técnico de 25 de julio de 2024 es el que 
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ha servido de base a la decisión actualmente recurrida, de manera que procede 
examinar la legalidad de la decisión adoptada teniendo en cuenta tanto lo 
resuelto previamente por este Tribunal, como lo informado con posterioridad 

por los servicios técnicos, valorando también los actos propios y la coherencia 
de las alegaciones realizadas por la recurrente que, evidentemente, también 

se pudo pronunciar sobre las causas de exclusión en el recurso previo resuelto 
por este Tribunal.  

  

5º.- Entrando en el fondo del asunto, la recurrente Samyl alega, en 
primer lugar, que la memoria técnica aportada por la adjudicataria, incluida en 
el sobre 2 de la licitación, incluye la referencia a la “bolsa de horas” (que es 

un criterio automático), además de incumplir los requisitos formales previstos 
en el PCAP (tamaño de letra).  

 

En lo relativo a la inclusión de la referencia a la “bolsa de horas” (criterio 
automático) en la memoria técnica (criterio dependiente de un juicio de valor), 
este Tribunal ya ha resuelto en otras ocasiones (Resolución nº 83/2024, de 20 

de junio, entre otras), en la misma línea que el TACRC, que la anticipación de 
la información sobre criterios automáticos en el sobre de la documentación 
relativa a los criterios dependientes de juicio de valor no conlleva 

automáticamente la exclusión del licitador, resultando necesaria la aplicación 
del principio de proporcionalidad. Recientemente, la Sentencia del Tribunal 
Supremo nº 523/2022, de 4 de mayo, ha examinado esta cuestión relativa a 

la “trascendencia que puede alcanzar el principio de proporcionalidad en la 
apreciación de la relevancia de la infracción del deber de secreto cometida en 

un procedimiento de adjudicación de un contrato público (...)”, concluyendo 
que “la apreciación de la infracción del deber de confidencialidad en las 
propuestas de los licitadores en la contratación pública debe efectuarse con 

atención al principio de proporcionalidad, esto es, atendiendo a la relevancia 
de la infracción y a sus efectos desde la perspectiva de la finalidad de la 
norma”.  

 
En este caso, el apartado 2.4 del PCAP, en lo relativo al sobre nº 2 

(“Documentación técnica relativa a los criterios de adjudicación mediante juicio 

de valor”) dispone expresamente que: “De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 26 del R.D.817/2009, esta documentación ha de presentarse en sobre 
independiente del resto de la proposición. El contenido de este sobre no podrá 

revelar ninguno de los aspectos a valorar en el Sobre 3. El incumplimiento dará 
lugar a la exclusión de la proposición por revelar el secreto de las ofertas 
previsto en el artículo 139.2 de la LCSP y 80.2 del Real Decreto 1098/2001, de 
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12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, en adelante RGLCAP”. 

 

La empresa Hidrosiembras, en su memoria de explotación, incluida en 
el sobre nº 2, hace referencia a la “bolsa de horas” cuando expone que el 

personal propio de la empresa apoyará al personal subrogado (oficial jardinero 
y auxiliar jardinero) en los trabajos de jardinería y limpieza durante el periodo 
de vacaciones, posibles bajas laborales, acumulación de tareas, bolsa de 

horas...Sin embargo, ni menciona que son gratuitas, ni precisa el número de 
horas que oferta. La oferta de una “bolsa de horas gratuitas” es un criterio 
automático de adjudicación que tiene asignado un máximo de 5 puntos, frente 

a los 68 puntos de la oferta económica. A lo anterior se añade que todas las 
empresas que han licitado al lote 1 han ofertado el número máximo de horas 
permitido en el PCAP (450 horas gratuitas) y han obtenido la máxima 

puntuación (5 puntos), por lo que este criterio tampoco ha resultado decisivo 
para la adjudicación del contrato.  

 

Por este motivo, valoradas las circunstancias concurrentes de acuerdo 
con el principio de proporcionalidad, no se advierte que se vulnere el principio 
de igualdad de los licitadores ni que la infracción del deber de confidencialidad 

denunciada haya incidido en la objetividad de la valoración de los CJV (de 
hecho, tanto la recurrente como la adjudicataria han obtenido la misma 
puntuación en la valoración de estos criterios: 19,25 puntos en la memoria de 

explotación y 5 puntos en la bolsa de horas gratuitas). Por todo ello, este 
motivo de impugnación de la adjudicación debe ser desestimado.  

 
Por la misma causa, debe desestimarse el motivo relativo al 

incumplimiento del apartado 2.4 del PCAP, según el cual la memoria de 

explotación (que es uno de los CJV) “se realizará como máximo en 25 páginas 
a una cara tamaño DIN A4 con letra ARIAL tamaño 11. No será objeto de 
valoración el contenido que exceda de la longitud máxima admitida (...). El 

incumplimiento de los requisitos de forma de la oferta, en cuanto a la extensión 
con que se debe presentar la documentación, cuando suponga una infracción 
del principio de igualdad entre los licitadores determinará la exclusión de la 

oferta presentada (...)”. 
 
En este caso, aun admitiendo que el tamaño de la tabla, contenida en 

la página 20 de la memoria de explotación presentada por la adjudicataria, es 
menor al que resulta exigible, puede concluirse, como hace el órgano de 
contratación en su informe, que no se ha incumplido ni el requisito de la 

extensión máxima (25 páginas) ni se ha vulnerado el principio de igualdad de 
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los licitadores. En el mismo sentido, la adjudicataria alega que este 
incumplimiento formal no le ha supuesto obtener ninguna ventaja sobre los 
demás licitadores en cuanto a la extensión o información del documento. Esta 

conclusión se comparte también por este Tribunal resultando significativo que 
la recurrente ha obtenido la misma puntuación en la valoración de este criterio 

de adjudicación que la adjudicataria: 19,25 puntos, sobre una puntuación 
máxima de 21 puntos, por lo que debe desestimarse también la anulación 
pretendida por este concreto motivo del recurso.  

 
6º.- La recurrente Samyl plantea en los restantes motivos de su recurso 

la misma cuestión de fondo: la insuficiente justificación por la adjudicataria de 

los costes de medios humanos y materiales sobre los que ha cuantificado su 
oferta económica, lo cual debió conducir, a juicio de la recurrente, a su 
exclusión de la licitación por el órgano de contratación. No haciéndolo así 

entiende que el acuerdo de adjudicación es nulo y subsidiariamente anulable, 
y que procede retrotraer las actuaciones al momento procedimental oportuno, 
para acordar la exclusión de la oferta de Hidrosiembras y que se dicte una 

nueva resolución de adjudicación, esta vez a favor de la recurrente por ser la 
que ha presentado la mejor oferta.  

 

La LCSP regula la justificación de las ofertas anormalmente bajas en el 
artículo 149, en particular en sus apartados 4 y 6, que establecen lo siguiente: 

 

“4. Cuando la mesa de contratación, o en su defecto el órgano de 
contratación hubiere identificado una o varias ofertas incursas en presunción 

de anormalidad, deberá requerir al licitador o licitadores que las hubieren 
presentado dándoles plazo suficiente para que justifiquen y desglosen 
razonada y detalladamente el bajo nivel de los precios, o de costes, o cualquier 

otro parámetro en base al cual se haya definido la anormalidad de la oferta, 
mediante la presentación de aquella información y documentos que resulten 
pertinentes a estos efectos. 

 
» La petición de información que la mesa de contratación o, en su 

defecto, el órgano de contratación dirija al licitador deberá formularse con 

claridad de manera que estos estén en condiciones de justificar plena y 
oportunamente la viabilidad de la oferta. 

» Concretamente, la mesa de contratación o en su defecto el órgano de 

contratación podrá pedir justificación a estos licitadores sobre aquellas 
condiciones de la oferta que sean susceptibles de determinar el bajo nivel del 
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precio o costes de la misma y, en particular, en lo que se refiere a los siguientes 
valores: 

 

»a) El ahorro que permita el procedimiento de fabricación, los servicios 
prestados o el método de construcción. 

 
»b) Las soluciones técnicas adoptadas y las condiciones 

excepcionalmente favorables de que disponga para suministrar los productos, 

prestar los servicios o ejecutar las obras, 
 
»c) La innovación y originalidad de las soluciones propuestas, para 

suministrar los productos, prestar los servicios o ejecutar las obras. 
 
»d) El respeto de obligaciones que resulten aplicables en materia 

medioambiental, social o laboral, y de subcontratación, no siendo justificables 
precios por debajo de mercado o que incumplan lo establecido en el artículo 
201. 

 
»e) O la posible obtención de una ayuda de Estado. 
 

»En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico del 
servicio correspondiente. 

 

»En todo caso, los órganos de contratación rechazarán las ofertas si 
comprueban que son anormalmente bajas porque vulneran la normativa sobre 

subcontratación o no cumplen las obligaciones aplicables en materia 
medioambiental, social o laboral, nacional o internacional, incluyendo el 
incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales vigentes, en aplicación 

de lo establecido en el artículo 201. 
 
»Se entenderá en todo caso que la justificación no explica 

satisfactoriamente el bajo nivel de los precios o costes propuestos por el 
licitador cuando esta sea incompleta o se fundamente en hipótesis o prácticas 
inadecuadas desde el punto de vista técnico, jurídico o económico. 

 
»6. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 

evaluará toda la información y documentación proporcionada por el licitador 

en plazo y, en el caso de que se trate de la mesa de contratación, elevará de 
forma motivada la correspondiente propuesta de aceptación o rechazo al 
órgano de contratación. En ningún caso se acordará la aceptación de una 
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oferta sin que la propuesta de la mesa de contratación en este sentido esté 
debidamente motivada. 

 

»Si el órgano de contratación, considerando la justificación efectuada 
por el licitador y los informes mencionados en el apartado cuatro, estimase 

que la información recabada no explica satisfactoriamente el bajo nivel de los 
precios o costes propuestos por el licitador y que, por lo tanto, la oferta no 
puede ser cumplida como consecuencia de la inclusión de valores anormales, 

la excluirá de la clasificación y acordará la adjudicación a favor de la mejor 
oferta, de acuerdo con el orden en que hayan sido clasificadas conforme a lo 
señalado en el apartado 1 del artículo 150. En general se rechazarán las ofertas 

incursas en presunción de anormalidad si están basadas en hipótesis o 
prácticas inadecuadas desde una perspectiva técnica, económica o jurídica”. 

 

Este Tribunal (entre otras, en sus resoluciones 125/2020, de 24 de 
septiembre, o 110/2021, de 5 de agosto) recoge la reiterada doctrina de los 
tribunales de recursos contractuales sobre el tratamiento y justificación de las 

proposiciones en las que se advierte, conforme a lo establecido en los pliegos, 
la existencia de valores anormales o desproporcionados, y que puede 
resumirse de la siguiente manera: 

 
-El interés general o el interés público ha sido durante décadas el 

principal elemento conformador de los principios que inspiraban la legislación 

de la contratación pública española. Sin embargo, la influencia del derecho de 
la Unión Europea ha producido un cambio radical en esta circunstancia, 

pasando a situar como centro en torno al cual gravitan los principios que 
inspiran dicha legislación, los de libre concurrencia, no discriminación y 
transparencia, principios que quedan garantizados mediante la exigencia de 

que la adjudicación se haga a la oferta económicamente más ventajosa, 
considerándose como tal aquélla que reúna las mejores condiciones tanto 
desde el punto de vista técnico como económico.  

 
Por excepción y precisamente para garantizar el interés general, se 

prevé la posibilidad de que una proposición reúna tal característica y no sea 

considerada, sin embargo, la más ventajosa, cuando en ella se entienda que 
hay elementos que la hacen incongruente o desproporcionada o 
anormalmente baja. En consecuencia, tanto el derecho de la Unión Europea 

como el derecho español admiten la posibilidad de que la oferta más ventajosa 
no sirva de base para la adjudicación. 
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-El artículo 149 de la LCSP habilita para que los pliegos puedan 
establecer límites que permitan apreciar, en su caso, que la proposición no 
puede ser cumplida como consecuencia de la inclusión de valores anormales 

o desproporcionados. La superación de tales límites no permite excluir de 
manera automática la proposición, dado que es preciso la audiencia del 

licitador a fin de que éste pueda justificar que, no obstante, los valores de su 
proposición, sí puede cumplir el contrato. De esta manera, la superación de 
los límites fijados en el pliego se configura como presunción de temeridad que 

debe destruirse por el licitador, correspondiéndole sólo a él la justificación de 
su proposición. 

 

-La apreciación de que la oferta tiene valores anormales o 
desproporcionados no es un fin en sí misma, sino un indicio para establecer 
que la proposición no puede ser cumplida como consecuencia de ello, y que, 

por tanto, no debe hacerse la adjudicación a quien la hubiere presentado. De 
acuerdo con ello, la apreciación de si es posible el cumplimiento de la 
proposición o no, debe ser consecuencia de una valoración de los diferentes 

elementos que concurren en la oferta y de las características de la propia 
empresa licitadora, no siendo posible su aplicación automática.  

 

-La Ley establece un procedimiento contradictorio para evitar que las 
ofertas desproporcionadas puedan rechazarse sin comprobar previamente su 
viabilidad. No se trata de que el licitador justifique exhaustivamente la oferta 

desproporcionada, sino de proveer de argumentos que permitan al órgano de 
contratación llegar a la convicción de que se puede llevar a cabo. No resulta 

necesario que por parte del licitador se proceda al desglose de la oferta 
económica, ni a una acreditación exhaustiva de los distintos componentes de 
la misma, sino que basta con que ofrezca al órgano de contratación 

argumentos que permitan explicar la viabilidad y seriedad de la oferta. 
 
-Lógicamente cuanto mayor sea la desviación de anormalidad de la 

oferta en relación con el resto de ofertas presentadas (las que se presumen 
como “normales”) más exhaustiva debería ser la justificación de su viabilidad. 
Del mismo modo, a menor porcentaje de baja, menor grado de exhaustividad 

en la justificación que se ofrezca.  
 
-La decisión sobre si la oferta puede cumplirse o no, corresponde al 

órgano de contratación, sopesando las alegaciones formuladas por la licitadora 
y los informes emitidos por los servicios técnicos. Evidentemente ni las 
alegaciones mencionadas ni los informes tienen carácter vinculante para el 

órgano de contratación, que debe sopesar adecuadamente ambos y adoptar 
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su decisión con base en ellos. En todo caso, es imprescindible que el informe 
de los servicios técnicos esté suficientemente motivado, pudiendo ser esa 
motivación sucinta, a los efectos de que la mesa de contratación primero, en 

su propuesta, y el órgano de contratación después, en su decisión, puedan 
razonar o fundar su decisión. 

 
7º.- Teniendo en cuenta la doctrina expuesta, debe indicarse que en 

este caso el presupuesto base de licitación se ha configurado por el PCAP 

(cláusula 1.3 y apartado 3 del Cuadro de Características anexo al mismo) 
teniendo en cuenta el coste de los medios humanos (que es el coste principal), 
el coste de los medios materiales, los gastos generales y el beneficio industrial.  

 
La recurrente no cuestiona la reducción justificada por la adjudicataria 

en el porcentaje de gastos generales ni el beneficio industrial, pero si cuestiona 

que pueda cumplir su oferta con el coste propuesto en cuanto a medios 
humanos y medios materiales.  

 

Lo primero que debe ponerse de manifiesto al resolver este motivo del 
recurso es que la decisión adoptada por el órgano de contratación se apoya 
en un informe técnico (el de 25 de julio de 2024) que respecto de estos costes 

mantiene básicamente el mismo criterio que ya mantuvo en su informe de 3 
de mayo de 2024. En aquel informe se consideraron justificados el coste de 
salarios, seguridad social y coste de medios materiales, pero se informó que 

la licitadora no justificaba adecuadamente la baja en el apartado relativo al 
coste de la sustitución del personal subrogado. La justificación de este coste 

es valorada de nuevo en el segundo informe, teniendo en cuenta lo resuelto 
por este Tribunal en la Resolución nº 96/2024, considerando ahora justificado 
su importe, en el que no resulta procedente incluir ni el coste de una bolsa de 

horas gratuitas ni el del refuerzo estival. Según el citado informe técnico:  
 
“Una vez estudiado el Análisis que hace la empresa de la documentación 

que aporta, se revisa el Anexo 1.- Tabla 3 años. En esta tabla se desglosan los 
Costes de Medios Humanos, Medios Materiales, Gastos Generales y Beneficio 
Industrial.  

 
»Al Analizar los Costes de los Medios Humanos se observa lo siguiente:  

 La cantidad justificada como “Salarios, Seguridad Social” es 

exactamente la que se aporta en el Pliego como Coste del personal a 
subrogar.  

 Se tiene en cuenta una cantidad con el concepto de 
“Actualización del convenio”.  
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 Se justifica la cantidad de 10.463,00 euros como “Sustitución 
con personal de Hidrosiembras y Plantaciones, S.L.U. (Vacaciones, 

Bolsa de horas, bajas…)” sin tener en cuenta en el coste total, el coste 
de la bolsa de horas y el refuerzo estival.  

 

»El que no aparezca ningún Coste de Maquinaria lo justifica en su 
análisis argumentando que dispone de maquinaría ya amortizada.  

 Los Costes de los Medios Materiales son bajos, pero no hay 

detalle para valorar que no sean suficientes.  
 Los Gastos Generales son inferiores como justifica en su 

Análisis, 5,5%  
 El Beneficio Industrial que se justifica es del 3% (...)”. 

 
Por otra parte, debe tenerse en cuenta que la recurrente, en sus 

alegaciones en el recurso formulado por Hidrosiembras contra su exclusión, 
consideró que el informe técnico era correcto, es decir, no alegó en ningún 
momento que hubiera costes no justificados más allá de los que el propio 

informe indicaba, por lo que actúa contra sus propios actos al afirmar ahora 
justo lo contrario de lo que allí sostuvo.  

 

En particular, en relación con el coste de los medios humanos, la 
recurrente expone que Hidrosiembras toma el salario bruto anual del personal 
a subrogar, que figura en el Anexo VIII del PCAP, y lo multiplica por los tres 

años de duración del contrato. De ahí extraen el 91% (que es lo que se estima 
que está dedicado a este lote 1, siendo el 9% perteneciente al lote 2). Entiende 

que el coste salarial así calculado no es correcto, porque no tiene en cuenta el 
incremento del salario por antigüedad de los trabajadores a subrogar (durante 
el período de duración se producirán saltos de antigüedad, tanto del auxiliar 

jardinero como del oficial jardinero, que no han sido tenidos en cuenta) y 
porque la previsión de actualización de los importes de las tablas salariales es 
superior a la que el licitador ha tenido en cuenta en el importe consignado 

como “actualización de convenio”. Asimismo, considera que el importe 
consignado en la oferta para sustituciones de personal es insuficiente porque 
no tiene en cuenta el coste del personal propio para sustituir las vacaciones 

del personal a subrogar, ni el absentismo y porque incluye el coste de una 
bolsa de horas que, además, es insuficiente.  

 

Resulta, sin embargo, que el coste de los salarios y seguridad social, 
cuya suficiencia no ha sido cuestionada en ningún momento por el órgano de 
contratación ni se discutió por la empresa ahora recurrente cuando 

Hidrosiembras recurrió su exclusión, se cuantifica por el PCAP a partir de la 
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comunicación de los datos de los trabajadores a subrogar, realizada por la 
empresa que presta el servicio (que es la recurrente) y contenidos en el Anexo 
VIII del PCAP. A partir de este anexo, el apartado 1.3 PCAP indica que: 

 
“Para la estimación del coste de los medios humanos para los tres años 

de duración del contrato para cada lote, se ha considerado:  
 

Lote 1:  

 
• El importe de los salarios de un oficial jardinero y de un auxiliar 

jardinero, con una jornada efectiva del 91%, según datos del convenio de 

aplicación, durante los tres años de duración del contrato.  
 
• El coste de la seguridad social de los citados dos trabajadores 

soportados por la empresa durante los tres años de duración del contrato.  
 
• Los costes de sustitución de los dos trabajadores mencionados 

durante sus períodos vacacionales, posibles bajas laborales, etc., que se 
estiman en un 15% del coste total de los dos referidos trabajadores.  

 

• El coste estimado de los medios humanos resultará de la suma 
de los costes anteriormente indicados”. 

 

La oferta económica del adjudicatario se ajusta a lo dispuesto en el 
PCAP en cuanto a salarios y coste de seguridad social, incluyendo una cuantía 

adicional en concepto de actualización de convenio (no prevista en el PCAP). 
Lo que no resulta coherente ni es ajustado a derecho es que la recurrente, 
que no ha recurrido el PCAP ni la determinación en el pliego de los costes 

salariales, cuestione ahora que el precio ofertado por la adjudicataria es 
insuficiente porque no recoge futuros incrementos salariales por saltos de 
antigüedad de los trabajadores, ni una previsión de actualización de las tablas 

salariales en los años sucesivos acorde con las actualizaciones de años 
precedentes. La licitadora que ha resultado adjudicataria ha respetado el PCAP 
y el convenio colectivo de aplicación en la determinación de los costes 

salariales y de seguridad social, comprometiéndose al cumplimiento del 
convenio colectivo, de manera que ni existe un incumplimiento actual de la 
norma laboral ni resulta posible excluir a un licitador en base a una presunción 

de incumplimiento futuro de esa norma, por incrementos salariales que aún 
no se han producido y que tampoco el órgano de contratación contempló al 
determinar el presupuesto base de licitación. En todo caso, la licitadora, en la 

documentación justificativa de la baja, se compromete expresamente al 
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cumplimiento de la resolución de 27 de junio de 2022 de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se registra y publica el convenio Colectivo del sector de 
la Jardinería de ámbito estatal 2021 a 2024, incluso con las actualizaciones de 

salarios en convenio 2024, y sucesivos y antigüedad.  
 

Por otra parte, en la Resolución nº 96/2024, de 18 de julio, que anuló 
el acuerdo de exclusión de Hidrosiembras, se acordó que debía recabarse un 
nuevo informe técnico porque el emitido incurría en errores y contradicciones 

con el PCAP y no motivaba adecuadamente la exclusión de la licitadora. En 
aquella resolución se examinó el coste de los medios humanos y en particular 
el importe consignado por el oferente relativo al coste de sustitución de los 

trabajadores subrogados para el caso de bajas o vacaciones. Sobre esta 
cuestión, por lo tanto, existe cosa juzgada administrativa, como indica la 
adjudicataria en el trámite de alegaciones, puesto que no consta que la 

Resolución nº 96/2024, de 18 de julio, haya sido recurrida y sin que pueda 
ahora decidirse lo contrario de lo que ya se resolvió con carácter firme y 
consentido por la recurrente, que en sus alegaciones en aquel recurso se limitó 

a solicitar la conformidad a derecho del acuerdo adoptado por la mesa de 
contratación. 

 

En concreto, se resolvió en aquel recurso que no podía incluirse en el 
coste de los medios humanos, a los efectos de formular la correspondiente 
oferta económica, ni el coste de la bolsa de horas gratuitas ni el coste del 

refuerzo estival porque ni uno ni otro concepto habían sido tenidos en cuenta 
por el PCAP para establecer el coste de los medios humanos y cuantificar el 

presupuesto de licitación.  
 

En el mismo recurso, también se resolvió que el importe consignado 

para sustituciones de personal, por vacaciones o bajas, podía considerarse 
suficiente para el cumplimiento del contrato, sin necesidad de reflejar en esa 
partida el coste del absentismo: “(...) el informe técnico en el que se basa la 

exclusión solamente contempla como coste mínimo de obligada inclusión el 
correspondiente a la sustitución por vacaciones del personal a subrogar 
durante 3 años, que cuantifica en 12.494,21 euros. Si se tiene en cuenta solo 

este importe indicado en el informe técnico, la desviación respecto de lo 
ofertado es mínima e insuficiente para considerar que el importe ofertado 
vulnera la normativa laboral y el convenio colectivo de aplicación (...) En todo 

caso, esa desviación no permite concluir que no pueda cumplirse la prestación 
puesto que, utilizando el argumento del informe técnico, el beneficio industrial 
computado cubriría esa diferencia (...)”.  
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En lo relativo al coste de los medios materiales, la recurrente considera 
que el importe consignado por la adjudicataria en la justificación de su oferta 
no le permita realizar el servicio porque no ha incluido ningún importe para el 

mantenimiento de los equipos ni el coste del alquiler de maquinaria del que 
habla en su memoria técnica para la realización de algunos trabajos.  

 
El PCAP, para la determinación del presupuesto de licitación, ha tenido 

en cuenta el coste de los medios materiales, fijando un importe, para el lote 

1, de 82.959,08 euros. La adjudicataria, en la justificación de su oferta, rebaja 
de forma importante estos costes, que cuantifica en 29.670 euros. Este coste 
de los medios materiales se ha considerado justificado por los informes 

técnicos, tanto de 3 de mayo como de 25 de julio. Tampoco fue cuestionado 
por la recurrente durante la tramitación del recurso promovido por 
Hidrosiembras contra su exclusión.  

 
En todo caso, las alegaciones de la recurrente, aparte de que resultan 

contradictorias con su defensa del informe técnico en la tramitación del recurso 

nº 70/2024, no permiten constatar un error patente en la valoración realizada 
por el órgano de contratación, porque tal como se informa por este órgano de 
contratación: “La empresa Hidrosiembras y Plantaciones SLU, por tanto, refleja 

en su justificación que disponen de maquinaria propia, no incluyendo 
expresamente gastos de mantenimiento, pero sí justificando tener una nave 
propia, repuestos, y medios para el mantenimiento básico, así como personal 

para realizarlo. Sí justifican una cantidad para el combustible y un apartado de 
varios para herramientas y repuestos. De la justificación que hace la mercantil, 

se desprende que son conocedores de los gastos que suponen y que los 
asumen. Distinto sería que no hicieran mención a éstos, lo que nos llevaría a 
dudar de la asunción de los mismos”.  

 
En el mismo sentido, la adjudicataria Hidrosiembras expone en sus 

alegaciones que sí incluyó en el apartado de “medios materiales” una partida 

de 3.600 euros para gastos de mantenimiento (herramientas, repuestos...), 
además de hacer referencia en su memoria de explotación a las ventajas de 
disponer de maquinaria propia. En relación con el alquiler de maquinaria, 

señala que únicamente se acudiría al mismo de forma excepcional y puntual e 
incluso dándose dicha eventualidad a riesgo del beneficio del licitador en 
ningún caso tendría la entidad suficiente para comprometer la ejecución del 

contrato, acompañando un presupuesto según el cual dicho precio de alquiler 
asciende a 95 euros/día.  
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Tampoco puede perderse de vista el carácter genérico y estandarizado 
del requerimiento formulado a la licitadora para justificar su baja. En estos 
casos, como ha señalado este Tribunal (por todas Resolución 164/2022 de 19 

de octubre):“Hemos de señalar que si bien es posible solicitar al licitador un 
requerimiento genérico de justificación de la oferta en el cual no se indiquen 

qué elementos de la misma se consideran anormales o desproporcionados, no 
es lo más adecuado o lo previsto en el artículo 149 de la LCSP, en este sentido 
el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales señala que 

cuando el requerimiento es vago y genérico la justificación puede ser realizada 
en términos recíprocos. Así, la resolución de aquel, 29/2022, de 14 de enero 
establece que ̀ El carácter genérico del requerimiento implica que la valoración 

de la justificación de la oferta debe efectuarse en términos recíprocos, tal y 
como resulta de la doctrina de este Tribunal antes expuesta, en la cual, se dijo 
que la suficiencia de la información ofrecida por el licitador debe analizarse a 

la vista de lo solicitado en el requerimiento por el órgano de contratación´”. 
 
Por último, alega la recurrente que el precio final de la plica económica 

(247.680 euros), presenta una desviación de 32 céntimos de euro respecto del 
precio justificado (247.680,32 euros). Esta pequeña desviación tampoco 
permite concluir que la oferta no sea viable. Parece evidente, como afirma la 

adjudicataria en sus alegaciones, que se trata de un error material y que 
difícilmente un desfase de 32 céntimos puede comprometer la viabilidad de un 
contrato con un valor de 247.680 euros. Y no puede perderse de vista que la 

empresa adjudicataria ya ha prestado este mismo servicio para el ICECYL 
desde 2000 hasta 2014 y desde agosto de 2016 hasta junio de 2019, según 

su memoria de explotación, sin que se haya informado por el órgano de 
contratación de incidencias en aquella ejecución.  

 

En definitiva, la decisión del órgano de contratación, admitiendo la 
viabilidad de la oferta formulada por Hidrosiembras y acordando la 
adjudicación a su favor, debe considerarse amparada por la discrecionalidad 

técnica que preside esa valoración, puesto que no se advierten errores 
manifiestos o arbitrariedad en la misma, ofreciendo el adjudicatario una 
justificación razonable de la baja de los costes del servicio que enerva la 

presunción de anormalidad establecida por la LCSP.  
 

En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 

PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 
nº 126/2024 interpuesto por Samyl Facility Services, S.L., contra la Resolución 

de 5 de septiembre de 2024, que adjudica a Hidrosiembras y Plantaciones, 
S.L.U., el lote 1 -parcelas con edificio- en el procedimiento de adjudicación 
para la contratación de los servicios de jardinería y limpieza de las parcelas 

propiedad o gestionadas por el Instituto para la Competitividad Empresarial de 
Castilla y León, expediente A2024/000163. 

 

SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 

TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 

a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k LJCA). 
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